Carátula 


SEÑOR SECRETARIO.- Habiendo número, está abierto el acto. 
(Es la hora 12 y 5 minutos) 


SEÑORA PERCOVICH.- Teniendo en cuenta que no hemos designado el cargo de Presidente de la 
Comisión, propongo al señor Senador Baráibar como Presidente ad hoc. 


SEÑOR SECRETARIO.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Baráibar) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 12 y 6 minutos) 
Léase el Mensaje remitido por el Poder Ejecutivo. 
(Se lee:) 


“Solicitud de venia del Poder Ejecutivo para designar como Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación al doctor Rafael Alvaro Ubiría Alzugaray. Carpeta N* 758 de 2007. 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Sr. Rodolfo Nin Novoa 
De mi mayor consideración: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese alto Cuerpo, a efectos de solicitar la venia 
requerida, por el artículo 168 numeral 13 de la Constitución de la República para la designación del 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 


Como a usted le consta por nota cursada el 25 de abril de 2006, se solicitó la venia de estilo para la 
Dra. Mirtha Alcira Guianze Rodríguez. Reiterando el más alto concepto profesional, técnico y moral de 
la mencionada Fiscal en ejercicio provisorio de las funciones de la Fiscalía de Corte, el Poder Ejecutivo 
-atento a que no pudo lograr la mayoría parlamentaria imprescindible- retira en este acto dicha solicitud 
de venia y realiza una nueva propuesta. Ésta recae en la persona del Dr. Rafael Alvaro Ubiría 
Alzugaray; que reúne las condiciones morales, personales y profesionales que requiere el cargo. 


El Poder Ejecutivo aspira a que en esta oportunidad se pueda alcanzar la mayoría requerida 
constitucionalmente para una designación definitiva en tan alta investidura. 


El Dr. Ubiría se desempeña como Fiscal Letrado Nacional en lo Penal de 14 Turno desde el 19 de junio 
de 1998 hasta la fecha, habiendo ingresado como Secretario Letrado de Fiscalía Nacional en febrero 
de 1990 y desarrollado su carrera funcional en este ámbito a través del desempeño de diversos cargos 
técnicos, tales como el de Fiscal Letrado Departamental de Cerro Largo en 1993; el de Fiscal Letrado 
Departamental de Maldonado en 1996 y el de Fiscal Letrado Departamental de Pando en 1998. 


El mencionado profesional ha realizado además varias exposiciones académicas en diversos temas del 
Derecho y ha participado en varias instancias de capacitación y formación fuera de fronteras. 


Complementa su capacidad técnica y permanente vocación académica, una conducta personal 
intachable y una reconocida vocación por el Ministerio Público. 


Saluda atentamente al señor Presidente, y a los demás miembros del Cuerpo. 
Dr. Tabaré Vázquez 


Presidente de la República.” 


Como ha sido habitual en distintas Comisiones y también en ésta, cuando hemos tenido que 
votar venias siempre hemos procurado invitar a la persona propuesta -esto lo hemos hecho 
permanentemente en la Comisión de Asuntos Internacionales para la designación de los Embajadores-, 
a fin de que los miembros presentes -algunos de la Comisión y otros del Senado- tengan la 
oportunidad de escuchar sus ideas en cuanto a la asunción del cargo e, incluso, oír las respuestas a 
las preguntas que se le puedan formular. 


En ese sentido, le damos la palabra y la bienvenida al doctor Rafael Alvaro Ubiría Alzugaray. 


SEÑOR UBIRIA.- Agradezco la convocatoria a esta Comisión y advierto que voy a expresar algunos 
lineamientos generales sobre la gestión a realizar al frente de la Fiscalía de Corte en caso de 
aprobarse la solicitud de venia del Poder Ejecutivo para mi designación, que será considerada en la 
sesión de hoy del Senado. 


Como primera precisión, quiero señalar la clara intención que tengo de cumplir fielmente con 
el principio de independencia técnica de los Fiscales, consagrado expresamente en el artículo 2” del 
Decreto-ley N* 15.365, que rige el funcionamiento del Ministerio Público. Como todos los señores 
Senadores sabrán, este ha sido, es y sigue siendo uno de los principios más preciados por todos los 
integrantes del Ministerio Público y Fiscal y su estricto cumplimiento constituirá, sin duda alguna, un 
compromiso de mi parte. Conteste con ello, será un objetivo primordial evitar cualquier injerencia de la 
Fiscalía de Corte en el plano funcional de los Fiscales. Por consiguiente, y a título de ejemplo, no 
considero oportuna la costumbre que existía en otra época que consistía en recibir en la sede de la 
Fiscalía de Corte denuncias de particulares u organizaciones de diversa índole. Entiendo que el solo 
hecho de que estas denuncias ingresen en el órgano rector del Ministerio Público y sean canalizadas 
luego al Fiscal de turno mediante una resolución, puede eventualmente considerarse como una 
injerencia indebida. El conocimiento del tenor de esas denuncias por el Fiscal de Corte hace que las 
actuaciones posteriores puedan quedar bajo un manto de sospecha. Se podría inferir, sospechar, 
suponer que existieron directivas en el plano funcional dirigidas desde la Fiscalía de Corte hacia el 
Fiscal actuante, lo que entiendo debería evitarse. 


Además, no existe ninguna previsión legal en la Ley Orgánica del Ministerio Público que 
prevea esa atribución al Fiscal de Corte, ya que su competencia funcional en el orden judicial está 
delimitada por el artículo 6% de dicha Ley y se refiere a su representación ante la Suprema Corte de 
Justicia. 


Por lo tanto, en materia penal entiendo que el interesado puede optar por presentarse ante la 
autoridad policial, ante el Juez competente o, en su defecto, ante el Fiscal Penal que esté de turno, 
pero en forma directa para que éste, en definitiva, determine si es pertinente o no iniciar un 
procedimiento penal ante el Juez. Así lo establece, además, el artículo 114 de nuestro Código del 
Proceso Penal. 


En suma, sobre este punto en particular entiendo que la Fiscalía de Corte no debe ser 
receptora de denuncias judiciales, ya que la ley no prevé esta facultad. De todos modos, como a veces 
existe mucho desconocimiento por parte de la prensa sobre cuáles son las facultades reales y las 
obligaciones de la Fiscalía de Corte, me parece que por una razón de delicadeza, al principio la 
intención será recibir a toda aquella persona que intente promover una denuncia de este tipo y 
explicarle las razones que me llevarán a no dar andamiento a dicha denuncia, para que no quede 
ningún registro en la Fiscalía de Corte. Me parece que esto es fundamental a los efectos de evitar 


cualquier tipo de inconveniente y de mala interpretación en lo que refiere al tema de la independencia 
técnica que, como dije, ha sido uno de los pilares básicos que hemos defendido todos los integrantes 
del Ministerio Público. En principio, se podrá proporcionar a esas personas, por ejemplo, el teléfono y la 
dirección del Fiscal para que vayan a hablar con él, pero no es mi intención -en el caso de ser 
designado Fiscal de Corte- conocer mucho más sobre el tema del que se me venga a hablar. 


Otro tema que me interesa mencionar es el relativo a los nombramientos, es decir, a la 
provisión de vacantes. Me parece conveniente definir índices de evaluación de gestión de los Fiscales 
para poder establecer pautas o criterios objetivos que permitan implementar un sistema más justo y 
cristalino en cuanto a la provisión de vacantes en el Ministerio Público. Si bien la Ley Orgánica utiliza el 
término “antiguedad calificada” -lo que de por sí otorga al Fiscal de Corte y al Poder Ejecutivo una 
discrecionalidad que está reglada por esos mismos términos-, es nuestra intención promover ante el 
Ministerio de Educación y Cultura la reglamentación de este cuerpo normativo en este punto en 
particular, porque consideramos necesaria la implantación de concursos de oposición entre Fiscales 
que tengan similar antigúedad para promover estas vacantes. A nuestro juicio, de esta manera se 
cumpliría más cabalmente con la exigencia legal que hace referencia al concepto de antigúedad 
calificada. Por supuesto, no se puede hacer concursar a Fiscales de la misma categoría, que tengan 
una antigúedad notoriamente desigual, porque de ese modo se estaría violando la ley. 


La idoneidad técnica podría ser evaluada por tribunales integrados con representantes del 
propio Ministerio Público de todas las materias y de mayor jerarquía que los concursantes y, por qué 
no, con algunos docentes de la Universidad de la República de prestigio en cada una de las materias. 
Es una idea que, por cierto, me interesaría plantearla oportunamente al Ministerio de Educación y 
Cultura. A su vez, pienso que este sistema le permitirá al Senado valorar con otros parámetros la 
correspondiente venia en los casos que así lo exige la normativa vigente. Reconozco, también, que es 
posible regular este tema de designaciones y ascensos de cualquier otra manera, lo que, como dije, 
será motivo de conversaciones con el Ministerio de Educación y Cultura. 


En definitiva, me parece que lo importante es establecer criterios lo más objetivamente 
posible para proceder a llenar las vacantes. 


Quizás, en esta primera oportunidad, dada la cantidad de cargos que existe por proveer y el 
tiempo transcurrido sin que ello haya sido posible, no pueda ser efectivizado de inmediato este sistema 
o uno similar que estoy someramente reseñando en este momento. 


De todos modos, la Ley Orgánica habilita a que los criterios de antigúedad y capacidad sean 
valorados en forma conjunta. 


En otro orden de cosas, queremos destacar que es nuestra intención continuar con el 
proceso de capacitación permanente de los Fiscales y Secretarios Letrados de la Institución. Este es 
uno de los grandes desafíos: mejorar la capacidad técnica de todos los integrantes del Ministerio 
Público y, para ello, nos parece indispensable promover cada vez más seminarios y eventos 
académicos, no sólo en nuestra capital, sino también en el interior del país, procurando a tales efectos 
lograr una organización en la que puedan participar los Fiscales del interior de cada región, con la 
invitación de Jueces, Abogados Defensores y otros operadores del sistema en todas las materias, ya 
sea civil, penal y aduanera, sin dar prioridad a una sobre otra. Este intercambio de opiniones jurídicas 
sobre temas de interés permitirá crecer, en mi opinión, en conocimiento y experiencias que, 
seguramente, fortalecerán al Ministerio Público. 


Otro objetivo que tenemos en mente es el de dotar al Ministerio Público de técnicos en 
distintas materias, que puedan asesorar a los Fiscales en temas de alta complejidad. A nuestro juicio, 
resulta vital contar con peritos en materia económica y financiera, así como en temas informáticos, que 
pertenezcan a la Institución y que puedan asesorar a los Fiscales en el momento en que tienen que 
dictaminar, o sea, decidir. Cabe aclarar que hasta el momento solamente hay peritos que dependen del 
Poder Judicial. 


Hace ya muchos años que los instrumentos informáticos son utilizados por la delincuencia 
organizada, dando lugar a la aparición de nuevas modalidades para delinquir, sobre todo, en lo que 
refiere a delitos económicos, que han provocado grandes perjuicios para el Estado y para la sociedad. 
Quiero destacar que sobre este punto tuve el honor de integrar en el año 2005 una Comisión formada a 


instancias de la Suprema Corte de Justicia, junto al extinto y ex-Fiscal Nacional, doctor Eduardo 
Piaggio, al doctor Arriague y otros connotados representantes de la Liga Comercial y otros organismos 
del Estado. Esta Comisión tuvo como cometido estudiar la conveniencia de crear Juzgados y Fiscalías 
especializas en temas, por ejemplo, vinculados a delitos económicos, narcotráfico y otros. Debemos 
tener en cuenta que estos temas están conectados entre sí y los delitos económicos, a mi juicio, en 
algún momento deberían ser pasibles de estudios especializados. 


En definitiva, el informe final de esta Comisión aconseja la creación de una justicia 
especializada pero esta idea, por razones que desconozco, no se ha concretado. Tal vez sería 
conveniente -como mencioné hace unos instantes- retomar este tema de la posibilidad de una Justicia 
especializada. 


En otro orden de cosas, dentro de la fundamental tarea del ordenamiento institucional del 
Ministerio Público, me parece también muy importante hacer todos los intentos posibles para mejorar el 
relacionamiento interno de sus integrantes, que -por distintas razones- en los últimos años no ha sido 
bueno. Tal vez resulte bueno estudiar con tiempo la posibilidad de analizar una mayor movilidad 
horizontal de los Fiscales, de una materia a otra, procediendo a un cambio gradual. Reitero, no es 
conveniente hacerlo de golpe, sino en forma gradual, buscando que quien hoy está en el área civil 
mañana pueda estar en el área penal. Si bien soy partidario de las especializaciones, en un país como 
el nuestro, que es chico y no tiene -como otros- esa posibilidad, sería bueno -como lo hace el Poder 
Judicial- cambiar cada tanto a quienes están en lo civil para lo penal y viceversa. Repito que me parece 
bueno lograr una movilidad horizontal de los Fiscales, pero no se puede hacer de un día para otro y de 
golpe, porque puede generar determinado caos interno. 


Asimismo, entiendo que no se puede privilegiar la materia penal sobre otras, lo que creo que 
ha sido también un error o un criterio que no comparto, de algún otro Fiscal de Corte que estuvo en el 
pasado. Si bien la materia penal es la que más exposición provoca y lleva la mayor atención de la 
opinión pública, no podemos olvidar la importante función de los Fiscales Civiles y de Hacienda, que 
actúan en defensa de los intereses patrimoniales del Estado y a los Fiscales de Turno. Creo que es 
una materia a la que hay que “hincarle mucho el diente”, porque hay Turnos en los que trabaja gente 
no sólo capaz, sino con una honestidad absolutamente probada en esta materia. Tengamos en cuenta 
otras materias a las que se dedica el Ministerio Público. 


Nos parece un momento muy oportuno para promover una discusión en el ámbito 
parlamentario acerca de una ley orgánica que se adecue a las legislaciones más modernas que existen 
en América Latina preservando, claro está, el principio irrenunciable para nosotros, los integrantes del 
Ministerio Público, de la independencia técnica. A mi juicio, está discusión debería incluir también lo 
relativo a la ubicación institucional del Ministerio Público. Desde siempre, la doctrina más calificada ha 
sostenido la conveniencia de que se logre una independencia del Poder Ejecutivo transformándose en 
un órgano como los previstos en el artículo 220 de la Constitución. 


Estamos de acuerdo con esta opinión y si bien sabemos que es necesaria una reforma constitucional, 
dados los sucesos acaecidos en los últimos años en el Ministerio Público, pensamos que tal vez sería 
conveniente tratar el tema, por lo cual intentaremos proponerlo de alguna manera, que es lo único que 
podemos hacer. 


En la mayoría de los países de América, el Ministerio Público es un organismo independiente 
de los Poderes del Estado y una de las mayores objeciones que se ha puesto a cualquier reforma del 
proceso penal ha sido, justamente, ésta: su actual ubicación institucional. Es más, la Comisión creada 
por la Ley de Humanización y Descongestionamiento del Sistema Carcelario se encuentra abocada a 
proponer un nuevo proyecto de proceso penal, ya que salvo en algunas provincias de la República 
Argentina -donde existe un sistema similar al nuestro-, el Uruguay es el único país de América que aún 
no tiene un sistema de tipo acusatorio. Según tengo entendido, la tendencia de esta Comisión es ir 
hacia esta clase de proceso, por lo que a mi juicio sería importante promover algunas reformas, tanto 
de la Ley Orgánica como en lo que refiere a la posición institucional del Ministerio Público. 


Otra inquietud importante está constituida por la modificación operada en la última ley 
presupuestal que permite los pases en comisión de Fiscales para el desempeño de funciones en los 
despachos de Ministros, Subsecretarios y Legisladores. Esto ha generado -y seguirá generando, de 
mantenerse en vigencia- una fuga de Fiscales, con el consiguiente perjuicio para el servicio que presta 
el Ministerio Público. Si bien sabemos que existe alguna iniciativa legislativa para su derogación, me 


parecía adecuado plantear en este ámbito nuestra intención de dar una solución a este tema, logrando 
la derogación de esta norma de la manera que se crea más conveniente, sin provocar perjuicios a 
ninguna persona ni tampoco al Ministerio Público. De seguir en vigencia esta norma, posiblemente se 
nos vayan todos los Fiscales y, al mantener el cargo, no es posible proveerlo. Francamente, pensamos 
que va a ser muy difícil poder reorganizar el Ministerio Público en la medida en que esta modificación 
introducida en la última ley presupuestal continúe vigente. 


En cuanto a la competencia funcional en el plano administrativo, la Fiscalía de Corte velará 
por el cumplimiento íntegro de los deberes funcionales de los Fiscales y de todos los demás miembros 
de la institución. Como ustedes saben, los últimos años han sido difíciles para el Ministerio Público y 
nos consta que en la actualidad en algunos casos puntuales no se está cumpliendo cabalmente con 
obligaciones tales como la de la residencia en el lugar del ejercicio del cargo, lo que está expresamente 
establecido en el artículo 33 de la Carta Orgánica. Esto perjudica al servicio, porque pensamos que el 
Fiscal y el Juez deben residir en el lugar donde realmente desempeñan sus funciones; es algo 
sumamente importante, además de que lo establece la ley, y creo que en ese sentido la ley es muy 
feliz. En la medida en que volvamos al régimen anterior, en el que los Fiscales una o dos veces por 
semana iban a trabajar al interior viviendo en Montevideo, creo se va a provocar un gran perjuicio y se 
va a generar una mala imagen del Ministerio Público, porque la gente del interior valora mucho la 
presencia en el departamento del Juez, del Fiscal y de otras autoridades. 


En realidad, esto es lo que puedo adelantar, en forma muy somera, acerca de los 
lineamientos generales que tengo. 


Obviamente, como esta designación está supeditada a la venia del Senado, en caso de 
concretarse ella, apenas ingresara a la Fiscalía de Corte podría empaparme mucho más de todos los 
problemas puntuales que existen y abarcarlos. De todas maneras, quería asegurarles que en caso de 
concretarse mi designación pondré, durante el término de mi actuación, todo mi esfuerzo personal y la 
capacidad que pueda tener para cumplir fielmente con todos los deberes y las obligaciones que la 
Constitución, las leyes y las reglamentaciones vigentes me impongan. 


Es cuanto tengo para decir. Agradezco la invitación de la Comisión y quedo a las órdenes 
para responder cualquier interrogante que quieran formular. 


SEÑOR PENADES.- Como integrante del Senado, aunque no de la Comisión, quiero trasmitir la 
satisfacción que nos ha brindado el haber escuchado al doctor Ubiría con relación a los planes que 
tiene previsto llevar adelante. Creo que es importante y leal trasmitirle que su designación -que se 
concretaría esta tarde en el Senado de la República, cuando este Cuerpo proceda a otorgar la venia 
requerida por el artículo 168 de la Constitución de la República- hará que el doctor Ubiría se 
transforme en Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 


Por lo dicho, el doctor Ubiría es consciente de algo muy especial, como es el hecho de que él 
arriba a esa alta responsabilidad en un momento particular y como consecuencia de una serie de 
desavenencias, tanto institucionales -producto de un sumario incoado al anterior Fiscal de Corte- como 
de desencuentros políticos, aspecto que considero no es el momento ni el lugar adecuados para 
traerlos al tapete. Es así que, frente a todo esto, llega la propuesta del doctor Ubiría que, de acuerdo 
con lo que se tiene informado, contará con el respaldo de la unanimidad del Senado de la República. 


Además de que todo esto le provoque un alto honor de carácter personal y funcional, 
conlleva una altísima responsabilidad que tiene que ver con el hecho de que todo el sistema político 
representativo del país confía en la labor que el doctor Ubiría llevará adelante como Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación. A mi entender -y así se desprende de su intervención-, en reiteradas 
oportunidades, el doctor Ubiría ha proclamado algo que para los Senadores del Partido Nacional es 
central, como es la autonomía técnica de los Fiscales, así como también la labor que debe llevar 
adelante el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación -que, descontamos, él lo será porque el 
Partido Nacional va a velar para que así sea-, como Fiscal del Estado y no Fiscal del Gobierno. 
Hablamos de “Fiscal del Estado” -o “Fiscal de la Sociedad”, tal como me acota correctamente el señor 
Senador Moreira- en tanto y en cuanto, por encima de las autoridades que puedan llegar a estar, sea 
un representante de la Nación en su conjunto. 


En ese sentido, confiamos plenamente en el hecho de que el doctor Ubiría estará a la altura 
de las circunstancias y no dudamos de que concurrirá al Senado cuantas veces lo entienda oportuno 
para llevar a cabo algunas ideas que nos ha comunicado en esta primera pincelada, que nosotros 
consideramos muy interesantes y compartibles. 


Creo que la independencia técnica y la futura ubicación de la Fiscalía de Corte y de los 
Fiscales es un debate que deberemos encarar próximamente. El doctor Ubiría ha mencionado la 
necesidad de repensar sobre la Ley del Ministerio Público y Fiscal, dado que se trata de un Decreto-ley 
que data de la época de facto que vivió nuestro país. 


Por lo expuesto, reitero, queremos -antes que nada- trasladar nuestra satisfacción ante la 
intervención realizada por el doctor Ubiría y manifestarle nuestro respaldo y apoyo, así como también 
nuestra confianza, en tanto y en cuanto sabemos que cumplirá fielmente con lo que la Constitución de 
la República y la ley mandan. 


En otro orden de cosas, el doctor Ubiría hizo referencia a la forma en la que, a su juicio, 
deberían llenarse las vacantes provocadas por parte de los Fiscales nacionales, departamentales y 
adjuntos. Él señaló que ello debería hacerse a través de concursos de oposición y méritos, lo cual me 
parece una medida inteligente sobre la que deberíamos pensar o repensar. Hoy, a nivel de las 
Fiscalías, existe una serie de vacantes para las que, por parte de sus antecesores, han sido 
propuestos algunos nombres al Ministerio de Educación y Cultura -tal como lo manda la ley- y, sin 
embargo, dichas designaciones no se han concretado. En este sentido, me gustaría conocer qué tiene 
pensado hacer el doctor Ubiría, como futuro Fiscal de Corte, con respecto a la designación de estas 
vacantes; esto es, ¿insistirá con los nombres propuestos por sus antecesores, que fueron promovidos 
ante el Poder Ejecutivo? ¿Propondrá otros distintos? ¿O advierte que puede llegarse a una situación 
especial, consistente en que entre el Fiscal de Corte y el Poder Ejecutivo no se logre un acuerdo en los 
nombres propuestos? 


En ese sentido, nos gustaría conocer la opinión del doctor Ubiría en cuanto a cómo discernir 
o solucionar ese posible conflicto de intereses que pueda plantearse. Esperamos que ello no ocurra y 
que el Poder Ejecutivo respalde la acción del Fiscal de Corte y responda y apoye las designaciones 
promovidas por éste. 


En los últimos tiempos, se ha hablado de que el Poder Ejecutivo estaría pensando en la 
posibilidad de la creación de un nuevo Ministerio, el Ministerio de Justicia. Y también se ha pensado en 
una nueva dependencia del Ministerio Público y Fiscal y Procuraduría General de la Nación, que 
pasaría de la Cartera de Educación y Cultura a ese Ministerio de Justicia. 


Entonces, nos gustaría conocer la opinión del doctor Ubiría en cuanto a la creación de ese 
nuevo Ministerio de Justicia y su posición -aún cuando algo ya ha manifestado en su intervención- a 
favor de una descentralización de la Fiscalía de Corte, tal como se establece en el artículo 220 de la 
Constitución para otros organismos. 


Mientras eso no suceda -porque no olvidemos que para ello se requiere una reforma 
constitucional-, quisiera saber qué opinión le merece esta versión circulante de que en el Poder 
Ejecutivo se estaría pensando en la creación de un Ministerio de Justicia. 


Tal como expresaba el doctor Ubiría en su intervención -nosotros también lo queremos poner 
de manifiesto-, desde la Fiscalía de Corte habrá que tratar de comenzar a reconstruir una relación 
entre los Fiscales que, como sabemos, hoy está muy deteriorada desde el punto de vista funcional y 
del relacionamiento. En ese sentido, me gustaría conocer su opinión sobre la relación que habrá que 
entablar con la Asociación de Fiscales, en virtud de que esta agremiación u organización no nuclea a 
todos los Fiscales, sino solamente a algunos; inclusive, se afirma que no nuclea ni siquiera a la 
mayoría de ellos. Todos sabemos que esto nace de diferencias surgidas hace mucho tiempo, 
fundamentalmente, desde la Cátedra de Derecho Penal, en base a las posturas de dos connotados 
penalistas de las décadas del 70 y del 80. Estoy hablando de diferencias que cortan transversalmente 
todo esto, porque aquí no se trata de visiones políticas partidarias, sino de una visión que está más 
relacionada con las escuelas de Derecho y con viejas posiciones históricas. Eso ha llevado a una 
notoria fractura en el relacionamiento interno del Ministerio Público y Fiscal, que no es menor. 


Entonces, como esta situación debería subsanarse, quisiera saber qué planes tiene el doctor 
Ubiría al respecto. 


Señor Presidente: reitero mis palabras iniciales, en el sentido de que es público y notorio que 
el Partido Nacional ha manifestado su voluntad de acompañar la venia del doctor Ubiría. Esa confianza 
conlleva un gran grado de responsabilidad para él y también para nosotros. Debe saber, entonces, que 
va a contar con nuestro respaldo y apoyo en tanto y en cuanto sea un defensor de la Constitución y de 
la ley. También debe saber -y es leal decirlo de frente- que en el Partido Nacional va a tener, como lo 
marca la Constitución de la República, un fiel inspector de la acción que lleve adelante desde la 
Fiscalía porque, entre otras cosas, no debemos olvidar que, en última instancia, el Senado sigue 
siendo el que concederá las venias correspondientes a las designaciones propuestas que, como 
sabemos, requieren mayorías especiales. 


Por todo esto, esperamos en un futuro no muy lejano poder contar con su presencia en este 
ámbito para conversar y discutir sobre proyectos de ley que mejoren el funcionamiento del Ministerio 
Público y Fiscal y, en definitiva, de todo el sistema jurisdiccional de nuestro país. 


SEÑORA PERCOVICH.- Puesto que algunas de las preguntas que iba a formular ya están contenidas 
en las planteadas por el señor Senador Penadés, solo me cabe compartir los acentos que el doctor 
Ubiría ha puesto en sus lineamientos y agregar dos más. 


Uno de ellos es la capacitación permanente, que constituye una de las grandes necesidades 
que existen para encarar lo último que señalaba el señor Senador Penadés, que tiene que ver con la 
accesibilidad de nuestra gente a la Justicia en los nuevos temas, de los cuales destacó algunos. 
Personalmente, los temas prioritarios con los que me toca trabajar en coordinación con la sociedad civil 
son los vinculados a los derechos. Quizás en nuestra Justicia -de la que la Fiscalía de Corte es una 
pata tan importante- hay una mayor debilidad en la capacitación de las Fiscalías. 


El segundo acento lo quiero poner en algo que dijo el doctor Ubiría: no privilegiar lo penal 
sobre otros temas. Por supuesto que algunos de esos temas son muy modernos porque, tal como él 
señalaba, están relacionados con la economía, pero hay otros puntos que tienen que ver con derechos 
de la niñez y de la adolescencia -o sea, todos temas del Derecho Civil- en torno a los cuales hay una 
cultura en la órbita de la Justicia que nos cuesta discutir con el Poder Judicial. Entonces, ya que 
tenemos la oportunidad de hablar con el doctor Ubiría, se lo queríamos plantear. 


SEÑOR UBIRÍA.- En función de las intervenciones de los señores Senadores, me gustaría referirme a 
varios temas. 


En cuanto a los nombramientos pendientes, hay algunas propuestas que están en la órbita 
del Ministerio de Educación y Cultura y otras que -y relativizo esto, porque realmente no tengo la 
certeza de que sea así- no habrían salido de la Fiscalía de Corte. Por supuesto que lo primero que voy 
a hacer es conseguir la lista de antigúedad de todos los Fiscales Letrados Departamentales. Al 
respecto, se ha planteado una discusión que tal vez no tenga una solución legal y que refiere a si en el 
caso de los ascensos de Fiscales Letrados Departamentales a Fiscales Nacionales se deber tomar en 
cuenta la antigúedad en el cargo que ocupen en ese momento o la antigúedad en el Ministerio Público 
en otros cargos. 


De cualquier manera, la ley habla de antigúedad calificada. Por lo tanto, creo que los dos 
elementos son importantes. No obstante, pienso que habrá que intercambiar opiniones acerca de qué 
tipo de antigúedad se toma en cuenta. Personalmente, considero que debe ser la antigúedad en el 
cargo de Fiscal Letrado Departamental que, por otra parte, es la que tradicionalmente ha sido más 
importante; y en el caso de tener una antigúedad similar, se puede ir por vía subsidiaria a la antigúedad 
en el Ministerio Público, teniendo en cuenta también la calificación. 


Por lo tanto, hay que considerar varios aspectos. Reitero que lo primero que voy a hacer es 
analizar la lista de antigúedades y, en función de las vacantes existentes, me formaré una opinión 
sobre el tema sin olvidar lo que establece la Ley N* 15.365, en los numerales 4) y 5) del artículo 7“, que 
otorga varias competencias funcionales en el orden administrativo al Fiscal de Corte. Concretamente, 
establecen: “4) Proponer al Poder Ejecutivo, en su oportunidad, la designación de los Fiscales que 


deberán actuar en lo nacional y en lo departamental durante el período de vacaciones judiciales, y el 
de sus respectivos subrogantes. 


5) Proponer al Poder Ejecutivo la designación, el traslado y la promoción de los magistrados 
integrantes del Ministerio Público y Fiscal”. 


Se trata de actos complejos para los que es necesaria la voluntad del Fiscal de Corte y del 
Poder Ejecutivo. Por lo tanto, en estos casos, no hay más remedio que dialogar para ponerse de 
acuerdo. Entonces, en la medida en que existan principios o criterios que a mi juicio sean 
absolutamente inconvenientes, no pondré mi firma en ese nombramiento. Sinceramente, reconozco 
que debo averiguar qué es lo que pasa en ese caso y si el Poder Ejecutivo puede prescindir de la 
propuesta del Fiscal, ya que la ley dice que la competencia del Fiscal de Corte es, precisamente, 
proponer la designación al Poder Ejecutivo. En consecuencia, no tengo la respuesta exacta sobre qué 
es lo que ocurriría en esa situación, pero lo que sí puedo decir es que, en tanto se trata de actos 
complejos que se componen de la voluntad de varios órganos, no se puede hacer otra cosa que formar 
opinión y tratar de convencer al otro de que es la mejor alternativa. A su vez, el Ministerio de Educación 
y Cultura tendrá su propia postura; entonces, en ese intercambio de opiniones y en la medida en que 
no surjan elementos absolutamente fuera de lugar, me parece que podremos ponernos de acuerdo. 


SEÑOR MOREIRA.- En definitiva, la antigúedad calificada supone contar con un criterio de evaluación 
que estará básicamente sustentado por quien tiene la titularidad de la Fiscalía de Corte. En tal sentido, 
pregunto al doctor Ubiría si excluye la posibilidad de requerir, por ejemplo, el asesoramiento de la 
Universidad de la República a los efectos de constituir una especie de órgano asesor y lograr así la 
correcta evaluación de los méritos y de la capacidad de los candidatos. Formulo la interrogante porque 
estamos hablando de capacitación continua, y esto tiene que ver con ese tema. Ambas cosas están 
muy ligadas y esa podría ser una forma de evitar alguna contradicción que actuara aún fuera de las 
normas de la prohibición normativa. Se trataría de un órgano de asesoramiento integrado por 
catedráticos de la Facultad de Derecho, que podrían ser civilistas, penalistas, etcétera, dependiendo de 
la materia de que se trate. Estoy hablando, concretamente, de la evaluación de la calificación. 


SEÑOR UBIRÍA.- Sinceramente, estaba pensando en esa posibilidad para formar tribunales de 
evaluación de la gestión. Personalmente, si bien considero que los méritos son muy importantes, soy 
partidario de los concursos de oposición. En tal sentido, pienso que habría que reglamentar la ley, 
porque aunque es clara al respecto -ya que expresamente se refiere a la antigúedad calificada-, la 
interpretación puede ser muy diversa. ¿Qué es antigúedad calificada? La respuesta depende de cada 
uno. En consecuencia, creo que la reglamentación de ese punto sería muy importante y allí pueden 
pesar varios criterios; yo puedo tener una opinión y el Ministerio de Educación y Cultura otra. De todos 
modos, considero que sí se puede requerir el asesoramiento de la Universidad de la República. 
Precisamente, el Poder Judicial lo hace para elaborar la lista de los mejores Jueces por año, tomando 
en cuenta, además, una cantidad de elementos como por ejemplo el informe del Colegio de Abogados 
y, en algunos casos, creo que también de la Asociación de Escribanos. 


En definitiva, lo que plantea el señor Senador Moreira no es mala idea y puede aplicarse, 
pero repito que yo estaba pensando más en los concursos. 


En cuanto al relacionamiento con los Fiscales, debo recordar que hace unos momentos me 
referí a la necesidad de proceder paulatinamente a hacer traslados horizontales porque, más allá de 
que eso sirve para lograr que cada uno se capacite en una de las dos materias, también es una 
manera de descomprimir la conflictividad que existe entre los Fiscales en lo Civil y los Fiscales en lo 
Penal. ¿Por qué digo esto? 


No lo hago con afán de crítica, porque siempre intento destacar las cosas buenas de la gente 
y omitir los errores, sino simplemente porque quiero recordar que en la época en que asumió el doctor 
Peri -y con esto también estoy, digamos, contestando la opinión vertida por la señora Senadora 
Percovich-, se priorizó la parte penal sobre cualquier otra. Es más; organizó congresos sobre 
temas penales, pero se olvidó de la materia civil o de lo concerniente a aduanas. Él ubicó lo que 
entendió que era “mejor” -entre comillas- en las Fiscalías Penales y colocó la papelera de reciclaje -por 
llamarla de alguna manera- en otro lado, lo que generó una gran enemistad de los Fiscales Civiles con 
el doctor Peri. Este fue un punto, porque se dieron varios. Por ejemplo, existe una conflictividad interna 
en el Ministerio Público, como decía el señor Senador Penadés, desde los primeros años de la década 
de los 90, cuando estaba, por ejemplo, el doctor Langón y hubo elecciones en la Asociación. En ese 


entonces, cada uno tomó una postura para un lado o para el otro. Pero, básicamente, creo que esto se 
agudizó mucho más con el tema de la priorización de la materia penal que hizo el doctor Peri. 


A este respecto, comparto lo que se ha dicho aquí porque, justamente, mi intención es lograr 
una mayor capacitación en todas las áreas, es decir, en la materia civil, en familia, menores, en el tema 
de la violencia doméstica, etcétera. En cuanto a este último aspecto, quiero decir que ahora existen 

-porque se crearon mediante la Rendición de Cuentas- dos Fiscalías para ocuparse de asuntos 
relativos a la violencia doméstica, para las que hay que buscar local y aprobar los cargos 
correspondientes. Esto lo está requiriendo el Poder Judicial en forma urgente, porque está necesitando 
Fiscales en esta materia; este es otro tema a resolver lo más rápido posible. 


Entonces, en este sentido, la idea es limar asperezas y lograr, en lo posible, un acercamiento 
de los Fiscales. Creo que este no va a ser un tema fácil y que su resolución no se logrará a corto plazo 
pero, en la medida en que se le dé una misma jerarquía a todas las materias, me parece que se puede 
avanzar en ese sentido. 


En cuanto al tema del relacionamiento, quisiera saber si el señor Senador Penadés se refería 
a cuál sería mi vinculación con la Asociación. 


SEÑOR PENADÉS.- Considero que esa pregunta ya ha sido contestada. 


SEÑOR UBIRÍA.- En cuanto a la creación de un Ministerio nuevo, quiero decir que a lo largo de las 
últimas décadas, gente con mucha más capacidad y trayectoria que yo ha hablado sobre la necesidad 
de que el Ministerio Público esté fuera de la órbita del Poder Ejecutivo y funcione como un órgano 
independiente. Me parece que en América no hay ningún país donde dicho Ministerio esté dentro del 
Poder Ejecutivo; en la mayoría son entes independientes, autónomos, aunque en algún caso está 
dentro del Poder Judicial. El nuestro es, entonces, un caso atípico. 


Repito lo que he dicho en cuanto a la creación de ese Ministerio, porque para cambiar por lo 
mismo, mejor nos quedamos con lo que está. Creo que el hecho de pertenecer al Poder Ejecutivo no 
es positivo, y esto lo digo con mucho respeto, pero es lo que sostuve siempre y sé que todos los 
Fiscales comparten esta posición. 


En ese sentido, reitero, me inclino por la no creación de este Ministerio nuevo y por el estudio 
del tema por la vía correspondiente para que sea tenido en cuenta si, en algún momento, se plantea la 
posibilidad de una reforma constitucional aunque, por supuesto, no sería solamente por este asunto. A 
este respecto, un ex Fiscal de Corte, el doctor Robatto, decía en una disertación que tuvo en el año 
1995 ó 1996 -no recuerdo bien- que en la Constitución de 1952 se había perdido una oportunidad de 
colocar a la Fiscalía de Corte como un órgano independiente, tal como sí sucedió con respecto al cargo 
de Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo. Recuerdo que el doctor Robatto decía, 
más o menos por esas fechas, que se había perdido la oportunidad de introducir también en esa 
reforma la posibilidad de que el Ministerio Público fuera un órgano independiente. 


No sé si queda algún tema pendiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del doctor Rafael Ubiría y recuerdo a los señores 
Senadores que deberemos pasar a votar. 


(Se retira de Sala el doctor Rafael Ubiría) 


Tenemos quórum suficiente, por lo que procederemos a dar trámite a la solicitud de venia del 
Poder Ejecutivo para designar como Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación al doctor 
Rafael Alvaro Ubiría Alzugaray. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Corresponde designar al miembro informante para que refiera a esta solicitud en la sesión 
del Senado del día de hoy. 


SEÑORA PERCOVICH.- Propongo al señor Presidente, Senador Baráibar, como miembro informante. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará, dado que este trámite no necesita ser votado. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


